	Fecha
	 17 de abril de 1967
	Sesión número
	15

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ALBERTO LEANDRO ACUÑA

	Recurrido: COMANDANTE DE PLAZA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el Comandante de Plaza de Alajuela fue comisionado por el Juzgado Civil de Hacienda, para desalojarlo de un local que ocupa, perteneciente al Banco de Costa Rica.  Que existe un arreglo entre él y el Banco, en el que se amplía el plazo para desocupar, por lo que no puede proceder el Comandante de Plaza. Que acusó ante el Juzgado Tercero Penal de San José, la falsedad de las resoluciones mediante las cuales se ordena su desalojamiento, acusación que fue admitida; circunstancia se le comunicó al señor Comandante de Plaza de Alajuela. Que el Comandante de Plaza de Alajuela informó al Tribunal que ya el lanzamiento se había ejecutado. Alega violación de los artículos 23, 24, 25, 40 y 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que se limitó a cumplir con una orden de lanzamiento que efectuó el catorce de abril en curso, y que aunque el recurrente le presentó un escrito en que solicitaba la suspensión del desalojamiento, esta petición no fue atendida por considerar él que debió formularse ante el Juzgado Civil de Hacienda.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El Comandante de Plaza de Alajuela actúa en cumplimiento de una resolución judicial, de manera que el recurso es improcedente al tenor del artículo 3, inciso c) de la Ley respectiva, y; si algún efecto pudiera producir una acusación dentro de los procedimientos tendientes a ejecutar la orden de desalojo, tal problema tendría que plantearse ante el propio Juez que dictó esa orden, no así ante la autoridad de policía llamada a ejecutarla.


N° 15
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día diecisiete de abril de mil novecientos sesenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Calzada, Ramírez, Jacobo, Jiménez, Coto, Acosta, Bejarano, Soto, Fernández, Trejos, Odio, Jugo  y Porter.
Artículo V
En el recurso de Amparo establecido por Alberto Leandro Acuña contra el Comandante de Plaza de Alajuela, el señor Presidente Magistrado Baudrit manifiesta que conforme a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley de Amparo N° 1161 de 2 d junio de 1950, en relación con el 199, inciso 7° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se considera inhibido para conocer de este asunto por motivo de que, según consta en las diligencias, su hermano Licenciado Arnoldo Baudrit Solera, apoderado del Banco de Costa Rica, ha tenido alguna intervención en los hechos que apoyan el Amparo.  Previa deliberación se acordó tener por separado del conocimiento de este asunto al señor Presidente Magistrado Baudrit, y por ser innecesario, en razón de existir número suficiente de Magistrados, prescindir de reemplazarlo para conocer del asunto.  Asume la Presidencia el señor Magistrado Quirós.

Por existir el quórum que señala la Ley de Amparo se entra a conocer del mencionado recurso establecido por Alberto Leandro Acuña en el que se alega que el Comandante de Plaza de Alajuela recibió comunicación del Juzgado Civil de Hacienda, en la que se le comisiona para desalojar al recurrente de un local perteneciente al Banco de costa Rica, que aquél ocupa con una Panadería.  Que por motivo de existir un arreglo entre el recurrente y el mencionado Banco, en el sentido de que se ampliará el plazo para desocupar, hasta el día de hoy, no puede el señor Comandante de Plaza proceder, como lo pretende, al desalojamiento inmediato, porque esto significaría la violación del referido compromiso.  Agrega el recurrente Leandro Acuña que acusó ante el Juzgado Tercero Penal de San José, la falsedad de las resoluciones mediante las cuales se ordena su desalojamiento, y que acusó también la falsedad de la nota mediante la cual se le comunica al Comandante de Plaza de Alajuela la orden de hacer efectivo el desalojo.  Observa Alberto Leandro que la mencionada acusación fue admitida por el señor Juez Penal y que esa circunstancia se le comunicó al señor Comandante de Plaza de Alajuela y que pidió al Juzgado la suspensión de los procedimientos.  Finalmente manifiesta el recurrente, que media hora después de que él había hecho ante el Juzgado Penal la petición de que se dejara sin efecto la orden de lanzamiento, el Comandante de Plaza de Alajuela hizo llegar al mencionado Tribunal una nota en la que informaba que ya el lanzamiento se había ejecutado, lo que no es exacto, según lo hacer ver el señor Leandro Acuña, porque en el momento en que se estaba redactando el recurso de Amparo que se examina, el lanzamiento aún no había sido ejecutado.  Entre tanto, agrega el recurrente, el Comandante de Plaza le ha clausurado la Panadería, le impide sacar el pan elaborado y no permite la entrada a sus labores, a veinte obreros que constituyen el personal del taller.  Considera el recurrente que en el caso han sido violados los artículos 23 y 25 de la Constitución Política y, además, los números 24, 40 y 56, que cita en la ampliación de su recurso.  El señor Comandante de Plaza de Alajuela, Walter Eduardo Warner Saborío, manifestó en su informe que se limitó a cumplir con una orden de lanzamiento que efectuó el catorce de abril en curso, y que aunque el recurrente le presentó un escrito en que solicitaba la suspensión del desalojamiento, esta petición no fue atendida por considerar él que debió formularse ante el Juzgado Civil de Hacienda.  Discutido el asunto, se acordó: declarar sin lugar el recurso por las razones siguientes: a) Porque el Comandante de Plaza de Alajuela está actuando en cumplimiento de una resolución judicial, en que específicamente se ordena desalojar al señor Leandro, de manera que el recurso es improcedente al tenor del artículo 3, inciso c) de la Ley respectiva; b) Porque la autoridad de policía no puede dejar en suspenso o negarse a ejecutar el desalojamiento por el simple hecho de haberse planteado la acusación por el delito de falsedad, pues si algún efecto pudiera producir esa acusación dentro de los procedimientos tendientes a ejecutar la orden de desalojo, tal problema tendría que plantearse ante el propio Juez que dictó esa orden, no así ante la autoridad de policía llamada a ejecutarla.
